
§33. Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 
 
MODIFICADA POR: 
Real Decreto-ley 3/2009, de 27 de marzo, de medidas urgentes en materia 
tributaria, financiera y concursal ante la evolución de la situación 
económica 
(BOE núm. 78, de 31 de marzo de 2009) 

• Artículo 6. Publicidad del concurso. 

Uno. El apartado 1 del artículo 12 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1597): 

«1. El deudor podrá plantear cuestión de competencia territorial por 
declinatoria dentro de los cinco días siguientes a aquél en que se le hubiera 
emplazado. También podrán plantearla los demás legitimados para solicitar 
la declaración de concurso, en el plazo de 10 días desde la publicación 
ordenada en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 23.» 

Dos. El apartado 4 del artículo 20 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
queda redactado como sigue (pág. 1600): 

«4. El plazo para interponer el recurso de reposición y para preparar el 
recurso de apelación contará, respecto de las partes que hubieran 
comparecido, desde la notificación del auto, y, respecto de los demás 
legitimados, desde la publicación ordenada en el párrafo segundo del 
apartado 1 del artículo 23.» 

Tres. El número 5.º del apartado 1 del artículo 21 de la Ley 22/2003, de 9 de 
julio, Concursal queda redactado del siguiente modo (pág. 1601): 

«5.º El llamamiento a los acreedores para que pongan en conocimiento de 
la administración concursal la existencia de sus créditos, en el plazo de un 
mes a contar desde el día siguiente a la publicación en el “Boletín Oficial del 
Estado” del auto de declaración de concurso, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 23.» 

Cuatro. El párrafo primero del apartado 5 del artículo 21 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal tendrá la siguiente redacción (pág. 1601): 

«5. El auto se notificará a las partes que hubiesen comparecido. Si el 
deudor no hubiera comparecido, la publicación prevista en el artículo 23 
producirá, respecto de él, los efectos de notificación del auto.» 

Cinco. El artículo 23 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal tendrá la 
siguiente redacción (págs. 1602-1603): 

«1. La publicidad de la declaración de concurso, así como de las restantes 
notificaciones, comunicaciones y trámites del procedimiento, se realizará 
preferentemente por medios telemáticos, informáticos y electrónicos, en la 



forma que reglamentariamente se determine, garantizando la seguridad y la 
integridad de las comunicaciones. 

El extracto de la declaración de concurso se publicará, con la mayor 
urgencia y de forma gratuita, en el “Boletín Oficial del Estado”, y contendrá 
únicamente los datos indispensables para la identificación del concursado, 
incluyendo su NIF, el juzgado competente, el número de autos, el plazo 
establecido para la comunicación de los créditos, el régimen de suspensión 
o intervención de facultades del concursado y la dirección electrónica del 
Registro Público Concursal donde se publicarán las resoluciones que traigan 
causa del concurso. 

2. En el mismo auto de declaración del concurso o en resolución posterior, 
el juez, de oficio o a instancia de interesado, podrá acordar cualquier 
publicidad complementaria que considere imprescindible para la efectiva 
difusión de los actos del concurso. 

3. El traslado de los oficios con los edictos se realizará preferentemente por 
vía telemática desde el juzgado a los medios de publicidad 
correspondientes. 

Excepcionalmente, y si lo previsto en el párrafo anterior no fuera posible, 
los oficios con los edictos serán entregados al procurador del solicitante del 
concurso, quien deberá remitirlos de inmediato a los medios de publicidad 
correspondientes. 

Si el solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, el traslado del oficio se 
realizará directamente por el juzgado a los medios de publicidad. 

4. Las demás resoluciones que, conforme a esta Ley, deban ser publicadas 
por medio de edictos, lo serán en el Registro Público Concursal y en el 
tablón de anuncios del juzgado. 

5. El auto de declaración del concurso así como el resto de resoluciones 
concursales que conforme a las disposiciones de esta Ley deban ser objeto 
de publicidad, se insertarán en el Registro Público Concursal con arreglo al 
procedimiento que reglamentariamente se establezca.» 

Seis. El artículo 24 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda redactado 
del siguiente modo (pág. 1603): 

«1. Si el deudor fuera persona natural, se inscribirán, preferentemente por 
medios telemáticos, en el Registro Civil la declaración de concurso, la 
intervención o, en su caso, la suspensión de sus facultades de 
administración y disposición, así como el nombramiento de los 
administradores concursales. 

2. Si el deudor fuera sujeto inscribible en el Registro Mercantil, se 
inscribirán, preferentemente por medios telemáticos, en éste las mismas 
circunstancias expresadas en el apartado anterior, practicándose 
previamente la inscripción del sujeto cuando ésta no constase. 

3. Si se tratase de personas jurídicas no inscribibles en el Registro Mercantil 
y que consten en otro registro público, el juez mandará inscribir, 



preferentemente por medios telemáticos, en éste las mismas 
circunstancias. 

4. Si el deudor tuviera bienes o derechos inscritos en registros públicos, se 
anotarán preventivamente en el folio correspondiente a cada uno de ellos la 
intervención o, en su caso, la suspensión de sus facultades de 
administración y disposición, con expresión de su fecha, así como el 
nombramiento de los administradores concursales. Practicada la anotación 
preventiva, no podrán anotarse respecto de aquellos bienes o derechos más 
embargos o secuestros posteriores a la declaración de concurso que los 
acordados por el juez de éste, salvo lo establecido en el apartado 1 del 
artículo 55 de esta Ley. 

5. El traslado de los oficios con los edictos se realizará preferentemente por 
vía telemática desde el juzgado a los registros correspondientes. 

Excepcionalmente y si lo previsto en el párrafo anterior no fuera posible, los 
oficios con los edictos serán entregados al procurador del solicitante del 
concurso, con los mandamientos necesarios para la práctica inmediata de 
los asientos registrales previstos en este artículo. En tanto no sea firme, el 
auto de declaración de concurso será objeto de anotación preventiva en los 
correspondientes registros. 

Si el solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, el traslado del oficio se 
realizará directamente por el juzgado a los correspondientes registros.» 

Siete. El párrafo segundo del apartado 4 del artículo 40 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal tendrá la siguiente redacción (pág. 1612): 

«El cambio de las situaciones de intervención o de suspensión y la 
consiguiente modificación de las facultades de la administración concursal 
se someterá al régimen de publicidad de los artículos 23 y 24.» 

Ocho. El apartado 1 del artículo 140 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1656): 

«1. Cualquier acreedor que estime incumplido el convenio en lo que le 
afecte podrá solicitar del juez la declaración de incumplimiento. La acción 
podrá ejercitarse desde que se produzca el incumplimiento y caducará a los 
dos meses contados desde la publicación del auto de cumplimiento al que 
se refiere el artículo anterior.» 

Nueve. El apartado 2 del artículo 175 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1669): 

«2. Los interesados podrán personarse y ser parte en la sección en el plazo 
de 15 días a contar desde la publicación prevista en el artículo anterior.» 

Diez. La rúbrica del capítulo V del título VIII de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, tendrá el siguiente tenor (pág. 1678): 



«Capítulo V. Registro Público Concursal.» 

Once. El artículo 198 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, tendrá la 
siguiente redacción (pág. 1678): 

«Artículo 198. Registro Público Concursal. 

El Registro Público Concursal será accesible de forma gratuita en Internet y 
publicará todas aquellas resoluciones concursales que requieran serlo 
conforme a las disposiciones de esta Ley. 

También serán objeto de publicación las resoluciones dictadas en 
procedimientos concursales que declaren concursados culpables y acuerden 
la designación o inhabilitación de los administradores concursales, así como 
las demás resoluciones concursales inscribibles en el Registro Mercantil.» 

• Artículo 7. Administración concursal. 

Uno. El apartado 4 del artículo 27 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1606): 

«4. Cuando el acreedor designado administrador concursal sea una 
Administración pública o una entidad de derecho público vinculada o 
dependiente de ella, la designación del profesional podrá recaer en 
cualquier funcionario con titulación de licenciado en áreas económicas o 
jurídicas. La intervención de estos funcionarios no dará lugar a retribución 
alguna con cargo a la masa del concurso, y su régimen de responsabilidad 
será el específico de la legislación administrativa.» 

Dos. El apartado 2 del artículo 34 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
queda redactado como sigue (pág. 1609): 

«2. La retribución de la administración concursal se determinará mediante 
un arancel que se aprobará reglamentariamente y que atenderá a la cuantía 
del activo y del pasivo, al carácter ordinario o abreviado del procedimiento, 
a la acumulación de concursos y a la previsible complejidad del concurso. 

El arancel se ajustará necesariamente a las siguientes reglas: 

a) Exclusividad. Los administradores concursales solo podrán percibir por su 
intervención en el concurso las cantidades que resulten de la aplicación del 
arancel. 

b) Identidad. La participación en la retribución será idéntica para los 
administradores concursales que tengan la condición de profesionales y de 
doble cuantía que la del administrador concursal acreedor cuando se trate 
de persona natural y no designe profesional que actúe en su representación 
conforme a lo previsto en el último párrafo del apartado 1 del artículo 27. 

c) Limitación. La administración concursal no podrá ser retribuida por 
encima de la cantidad máxima que se fije reglamentariamente para el 
conjunto del concurso. 



d) Efectividad. En aquellos concursos en que la masa sea insuficiente, se 
garantizará el pago de un mínimo retributivo establecido 
reglamentariamente, mediante una cuenta de garantía arancelaria que se 
dotará con aportaciones obligatorias de los administradores concursales. 
Estas dotaciones se detraerán de las retribuciones que efectivamente 
perciban los administradores concursales en los concursos en que actúen en 
el porcentaje que se determine reglamentariamente.» 

Tres. Los apartados 2 y 3 del artículo 83 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, quedan redactados como sigue (pág. 1632): 

«2. Será de aplicación a los expertos independientes el régimen de 
incapacidades, incompatibilidades, prohibiciones, recusación y 
responsabilidad establecido para los administradores concursales y sus 
representantes. 

3. Los informes emitidos por los expertos y el detalle de los honorarios 
devengados, que serán con cargo a la retribución de la administración 
concursal, se unirán al inventario.» 

Cuatro. El apartado 5 del artículo 184 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1673): 

«5. Los administradores concursales serán oídos siempre sin necesidad de 
comparecencia en forma, pero cuando intervengan en recursos o incidentes 
deberán hacerlo asistidos de letrado. La dirección técnica de estos recursos 
e incidentes se entenderá incluida en las funciones del letrado miembro de 
la administración concursal.» 

• Artículo 8. Reintegración de la masa y acuerdos de refinanciación. 

Uno. Se introduce un nuevo apartado, el 6, en el artículo 28 de la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal, con el siguiente tenor (pág. 1607): 

«6. No podrá ser nombrado administrador concursal quien, como experto 
independiente, hubiera emitido el informe al que se refiere la letra b) del 
apartado 2 de la disposición adicional cuartal de esta Ley en relación con un 
acuerdo de refinanciación que hubiera alcanzado el deudor antes de su 
declaración de concurso.» 

Dos. El apartado 5 del artículo 71 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1627): 

«5. En ningún caso podrán ser objeto de rescisión: 

1.º Los actos ordinarios de la actividad profesional o empresarial del deudor 
realizados en condiciones normales. 

2.º Los actos comprendidos en el ámbito de leyes especiales reguladoras de 
los sistemas de pagos y compensación y liquidación de valores e 
instrumentos derivados. 



3.º Las garantías constituidas a favor de los créditos de derecho público y a 
favor del Fondo de Garantía Salarial en los acuerdos o convenios de 
recuperación previstos en su normativa específica.» 

Tres. Se introduce una nueva disposición adicional cuarta en la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal (pág. 1689): 

«Disposición adicional cuarta. Acuerdos de refinanciación. 

1. A los efectos de esta disposición, tendrán la consideración de acuerdos 
de refinanciación los alcanzados por el deudor en virtud de los cuales se 
proceda al menos a la ampliación significativa del crédito disponible o a la 
modificación de sus obligaciones, bien mediante la prórroga de su plazo de 
vencimiento, bien mediante el establecimiento de otras contraídas en 
sustitución de aquéllas. Tales acuerdos habrán de responder, en todo caso, 
a un plan de viabilidad que permita la continuidad de la actividad del deudor 
en el corto y el medio plazo. 

2. En caso de concurso, los acuerdos de refinanciación a que se refiere el 
apartado anterior, y los negocios, actos y pagos realizados y las garantías 
constituidas en ejecución de tales acuerdos, no estarán sujetos a la 
rescisión prevista en el artículo 71.1 de esa Ley siempre que cumplan los 
siguientes requisitos: 

a) Que el acuerdo sea suscrito por acreedores cuyos créditos representen al 
menos tres quintos del pasivo del deudor en la fecha de adopción del 
acuerdo de refinanciación. 

b) Que el acuerdo sea informado por un experto independiente designado 
por el registrador mercantil del domicilio del deudor conforme al 
procedimiento establecido en los artículos 338 y siguientes del Reglamento 
del Registro Mercantil. El informe del experto contendrá un juicio técnico 
sobre la suficiencia de la información proporcionada por el deudor, sobre el 
carácter razonable y realizable del plan en las condiciones definidas en el 
apartado 1, y sobre la proporcionalidad de las garantías conforme a las 
condiciones normales de mercado en el momento de la firma del acuerdo. 

c) Que el acuerdo se formalice en instrumento público, al que se unirán 
todos los documentos que justifiquen su contenido y el cumplimiento de los 
requisitos anteriores. 

3. Declarado el concurso, solo la administración concursal estará legitimada 
para el ejercicio de las acciones de impugnación contra estos acuerdos.» 

Cuatro. La letra a) del apartado 2 de la disposición adicional segunda de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal queda redactada del siguiente modo (pág. 
1687): 

«a) Artículos 10, 14 y 15 de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación 
del Mercado Hipotecario, así como las normas reguladoras de otros valores 
o instrumentos a los que legalmente se atribuya el mismo régimen de 
solvencia que el aplicable a las cédulas hipotecarias.» 



• Artículo 9. Reconocimiento y subordinación de créditos. 

Uno. El apartado 2 del artículo 87 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
queda redactado como sigue (pág. 1635): 

«2. A los créditos de derecho público de las Administraciones públicas y sus 
organismos públicos recurridos en vía administrativa o jurisdiccional, aún 
cuando su ejecutividad se encuentre cautelarmente suspendida, les será de 
aplicación lo dispuesto en el apartado anterior. 

Por el contrario, los créditos de derecho público de las Administraciones 
públicas y sus organismos públicos que resulten de procedimientos de 
comprobación o inspección se reconocerán como contingentes hasta su 
cuantificación, a partir de la cual tendrán el carácter que les corresponda 
con arreglo a su naturaleza sin que sea posible su subordinación por 
comunicación tardía. Igualmente, en el caso de no existir liquidación 
administrativa, se clasificarán como contingentes hasta su reconocimiento 
por sentencia judicial, las cantidades defraudadas a la Hacienda Pública y a 
la Tesorería General de la Seguridad Social desde la admisión a trámite de 
la querella o denuncia.» 

Dos. El apartado 6 del artículo 87 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 
queda redactado como sigue (pág. 1636): 

«6. Los créditos en los que el acreedor disfrute de fianza de tercero se 
reconocerán por su importe sin limitación alguna y sin perjuicio de la 
sustitución del titular del crédito en caso de pago por el fiador. Siempre que 
se produzca la subrogación por pago, en la calificación de estos créditos se 
optará por la que resulte menos gravosa para el concurso entre las que 
correspondan al acreedor o al fiador.» 

Tres. Se añade un nuevo número, el 7.º al artículo 92 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal (pág. 1638): 

«7.º Los créditos derivados de los contratos con obligaciones recíprocas a 
que se refieren los artículos 61, 62, 68 y 69, cuando el juez constate, previo 
informe de la administración concursal, que el acreedor obstaculiza de 
forma reiterada el cumplimiento del contrato en perjuicio del interés del 
concurso.» 

Cuatro. El número 1.º del apartado 2 del artículo 93 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1639): 

«1.º Los socios que conforme a la ley sean personal e ilimitadamente 
responsables de las deudas sociales y aquellos otros que, en el momento 
del nacimiento del derecho de crédito, sean titulares de, al menos, un 5 % 
del capital social, si la sociedad declarada en concurso tuviera valores 
admitidos a negociación en mercado secundario oficial, o un 10 % si no los 
tuviera.» 

Cinco. El número 3.º del apartado 2 del artículo 93 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal, queda redactado del siguiente modo (pág. 1639): 



«3.º Las sociedades que formen parte del mismo grupo que la sociedad 
declarada en concurso y sus socios, siempre que éstos reúnan las mismas 
condiciones que en el número 1.º de este apartado.» 

• Artículo 10. Convenio. 

Uno. Se introduce un nuevo apartado 3 en el artículo 5 de la Ley 22/2003, de 
9 de julio, Concursal, con la siguiente redacción (pág. 1593): 

«3. El deber de solicitar la declaración de concurso no será exigible al 
deudor que, en estado de insolvencia actual, haya iniciado negociaciones 
para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio y, dentro 
del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, lo ponga en 
conocimiento del juzgado competente para su declaración de concurso. 
Transcurridos tres meses de la comunicación al juzgado, el deudor, haya o 
no alcanzado las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de la 
propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de 
concurso dentro del mes siguiente.» 

Dos. El apartado 3 del artículo 15 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1598): 

«3. Para el caso en que el deudor haya realizado la comunicación del 
artículo 5.3, las solicitudes que se presenten con posterioridad solo se 
proveerán cuando haya vencido el plazo de un mes previsto en el citado 
artículo si el deudor no hubiera presentado la solicitud de concurso. Si el 
deudor presenta solicitud de concurso en el citado plazo se tramitará en 
primer lugar conforme al artículo 14. Declarado el concurso, las solicitudes 
presentadas previamente y las que se presenten con posterioridad se unirán 
a los autos, teniendo por comparecidos a los solicitantes.» 

Tres. Se introduce un nuevo párrafo, el 2.º, en el apartado 1 del artículo 22 
de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, con el siguiente tenor (pág. 1602): 

«1. El concurso de acreedores tendrá la consideración de voluntario cuando 
la primera de las solicitudes presentadas hubiera sido la del propio deudor. 
En los demás casos, el concurso se considerará necesario. 

A los efectos de este artículo, la solicitud del deudor realizada en el plazo 
del artículo 5.3 se entenderá presentada cuando lo fue la comunicación 
prevista en ese artículo.» 

Cuatro. El párrafo segundo del apartado 1 del artículo 100 de la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda redactado como sigue (pág. 1642): 

«Excepcionalmente, cuando se trate del concurso de empresas cuya 
actividad pueda tener especial trascendencia para la economía, siempre que 
lo contemple el plan de viabilidad que se presente, el juez del concurso 
podrá, a solicitud de parte, autorizar motivadamente la superación de 
dichos límites.» 



Cinco. El apartado 1 del artículo 105 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, queda redactado del siguiente modo (págs. 1643-1644): 

«1. No podrá presentar propuesta anticipada de convenio el concursado que 
se hallare en alguno de los siguientes casos: 

1.º Haber sido condenado en sentencia firme por delito contra el 
patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra 
la Hacienda Pública, la Seguridad Social o contra los derechos de los 
trabajadores. En caso de deudor persona jurídica, se dará esta causa de 
prohibición si hubiera sido condenado por cualquiera de estos delitos alguno 
de sus administradores o liquidadores, o de quienes lo hubieran sido en los 
tres años anteriores a la presentación de la propuesta de convenio. 

2.º Haber incumplido en alguno de los tres últimos ejercicios la obligación 
del depósito de las cuentas anuales.» 

Seis. El apartado 1 del artículo 106 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, queda redactado como sigue (pág. 1644): 

«1. Para su admisión a trámite, la propuesta deberá ir acompañada de 
adhesiones de acreedores de cualquier clase, prestadas en la forma 
establecida en esta Ley y cuyos créditos superen la quinta parte del pasivo 
presentado por el deudor. Cuando la propuesta se presente con la propia 
solicitud de concurso voluntario bastará con que las adhesiones alcancen la 
décima parte del mismo pasivo.» 

Siete. El párrafo primero del apartado 2 del artículo 111 de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1647): 

«2. El auto ordenará convocar junta de acreedores de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 23, fijando lugar, día y hora de la reunión. En la 
notificación de la convocatoria se expresará a los acreedores que podrán 
adherirse a la propuesta de convenio en los términos del artículo 115.3. 

No obstante, cuando el número de acreedores exceda de 300 el auto podrá 
acordar la tramitación escrita del convenio, fijando la fecha límite para 
presentar adhesiones o votos en contra en la forma establecida en el 
artículo 103 y 115 bis.» 

Ocho. Se introduce un nuevo artículo 115 bis en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, con la siguiente redacción (pág. 1648): 

«Artículo 115 bis. Tramitación escrita del convenio. 

Para la tramitación escrita prevista en el apartado segundo del artículo 111, 
se tendrán en cuenta las reglas siguientes: 

1. El auto que acuerde la tramitación escrita del convenio señalará la fecha 
límite para la presentación de adhesiones o de votos en contra a las 
distintas propuestas de convenio. Dicho plazo será de noventa días 
contados desde la fecha del auto. 



2. Acordada la tramitación escrita, sólo se podrán presentar propuestas de 
convenio conforme al apartado segundo del artículo 113 hasta los sesenta 
días anteriores al vencimiento del plazo previsto en la regla anterior. Desde 
que quede de manifiesto el escrito de evaluación en la secretaría del 
Juzgado, se admitirán adhesiones o votos en contra de acreedores a la 
nueva propuesta de convenio hasta la conclusión del plazo prevista en la 
regla primera. 

3. Las adhesiones, revocación de las mismas o votos en contra a las 
propuestas de convenio deberán emitirse en la forma prevista en el artículo 
103. Para la válida revocación de las adhesiones o votos en contra emitidos 
deberán constar en los autos dicha revocación en el plazo previsto en la 
regla primera. 

4. Para la determinación de los derechos de voto en la tramitación escrita 
se tendrá en cuenta lo dispuesto en los artículos 122 a 125 de esta Ley. 
Para verificar las adhesiones, se seguirá el orden previsto en el apartado 
segundo del artículo 121. Alcanzada la mayoría legalmente exigida en una 
propuesta, no procederá la comprobación de las restantes. 

5. Dentro de los diez días siguientes a aquél en que hubiere finalizado el 
plazo de presentación de adhesiones, el juez verificará si la propuesta de 
convenio presentado alcanza la mayoría legalmente exigida y proclamará el 
resultado mediante providencia. 

6. Si la mayoría resultase obtenida, el juez, en los cinco días siguientes al 
vencimiento del plazo de oposición a la aprobación judicial del convenio 
previsto en el apartado 1 del artículo 128 dictará sentencia aprobatoria, 
salvo que se haya formulado oposición al convenio o éste sea rechazado de 
oficio por el juez, según lo dispuesto en los artículos 128 a 132.» 

Nueve. El artículo 124 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, tendrá la 
siguiente redacción (pág. 1651): 

«Artículo 124. Mayorías necesarias para la aceptación de propuestas de 
convenio. 

Para que se considere aceptada por la junta una propuesta de convenio 
será necesario el voto favorable de, al menos, la mitad del pasivo ordinario 
del concurso. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la propuesta 
consista en el pago íntegro de los créditos ordinarios en plazo no superior a 
tres años o en el pago inmediato de los créditos ordinarios vencidos con 
quita inferior al veinte por ciento, será suficiente que vote a su favor una 
porción del pasivo ordinario superior a la que vote en contra. A estos 
efectos, en los supuestos de tramitación escrita los acreedores contrarios a 
estas propuestas deberán, en su caso, manifestar su voto en contra con los 
mismos requisitos previstos para las adhesiones en el artículo 103 y en los 
plazos de los artículos 108 y 115 bis de esta Ley. 

A efectos del cómputo de las mayorías en cada votación, se consideran 
incluidos en el pasivo ordinario del concurso los acreedores privilegiados 
que voten a favor de la propuesta.» 



Diez. El artículo 128 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, tendrá la 
siguiente redacción (págs. 1652-1653): 

«Artículo 128. Oposición a la aprobación del convenio. 

1. Podrá formularse oposición a la aprobación judicial del convenio en el 
plazo de diez días, contado desde el siguiente a la fecha en que el juez haya 
verificado que las adhesiones presentadas alcanzan la mayoría legal para la 
aceptación del convenio, en el caso de propuesta anticipada o tramitación 
escrita, o desde la fecha de conclusión de la junta, en el caso de que en ella 
se acepte una propuesta de convenio. 

Estarán activamente legitimados para formular dicha oposición la 
administración concursal, los acreedores no asistentes a la junta, los que en 
ella hubieran sido ilegítimamente privados del voto y los que hubieran 
votado en contra de la propuesta de convenio aceptada por mayoría, así 
como, en caso de propuesta anticipada de convenio o tramitación escrita, 
quienes no se hubiesen adherido a ella. 

La oposición sólo podrá fundarse en la infracción de las normas que esta 
Ley establece sobre el contenido del convenio, la forma y el contenido de 
las adhesiones, las reglas sobre tramitación escrita, la constitución de la 
junta o su celebración. 

Se consideran incluidos entre los motivos de infracción legal a que se refiere 
el párrafo anterior aquellos supuestos en que la adhesión o adhesiones 
decisivas para la aprobación de una propuesta anticipada de convenio o 
tramitación escrita, o, en su caso, el voto o votos decisivos para la 
aceptación del convenio por la junta, hubieren sido emitidos por quien no 
fuere titular legítimo del crédito u obtenidos mediante maniobras que 
afecten a la paridad de trato entre los acreedores ordinarios. 

2. La administración concursal y los acreedores mencionados en el apartado 
anterior que, individualmente o agrupados, sean titulares, al menos, del 
cinco por ciento de los créditos ordinarios podrán además oponerse a la 
aprobación judicial del convenio cuando el cumplimiento de éste sea 
objetivamente inviable. 

3. Dentro del mismo plazo, el concursado que no hubiere formulado la 
propuesta de convenio aceptada por la junta ni le hubiere prestado 
conformidad podrá oponerse a la aprobación del convenio por cualquiera de 
las causas previstas en el apartado 1 o solicitar la apertura de la fase de 
liquidación. En otro caso quedará sujeto al convenio que resulte aprobado. 

4. Salvo en el supuesto previsto en el último párrafo del apartado 1, no 
podrá formularse oposición fundada en infracción legal en la constitución o 
en la celebración de la junta por quien, habiendo asistido a ésta, no la 
hubiese denunciado en el momento de su comisión, o, de ser anterior a la 
constitución de la junta, en el de declararse constituida.» 

Once. El artículo 129 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, tendrá la 
siguiente redacción (pág. 1653): 

«Artículo 129. Tramitación de la oposición. 



1. La oposición se ventilará por los cauces del incidente concursal y se 
resolverá mediante sentencia que aprobará o rechazará el convenio 
aceptado, sin que en ningún caso pueda modificarlo, aunque sí fijar su 
correcta interpretación cuando sea necesario para resolver sobre la 
oposición formulada. En todo caso, el juez podrá subsanar errores 
materiales o de cálculo. 

2. Si la sentencia estimase la oposición por infracción legal en la 
constitución o en la celebración de la junta, el juez convocará nueva junta 
con los mismos requisitos de publicidad y antelación establecidos en el 
apartado 2 del artículo 111, que habrá de celebrarse dentro del mes 
siguiente a la fecha de la sentencia. 

En esta junta se someterá a deliberación y voto la propuesta de convenio 
que hubiese obtenido mayoría en la anterior y, de resultar rechazada, se 
someterán, por el orden establecido en el apartado 2 del artículo 121, todas 
las demás propuestas admitidas a trámite. 

Si la sentencia estimase la oposición por infracción legal en la tramitación 
escrita el juez podrá convocar junta en los términos anteriores o acordar 
nueva tramitación escrita por un plazo no superior a treinta días desde la 
fecha de la sentencia. 

3. La sentencia que estime la oposición por infracción legal en el contenido 
del convenio o inviabilidad objetiva de su cumplimiento declarará rechazado 
el convenio. Contra la misma podrá presentarse recurso de apelación. 

4. El juez, al admitir a trámite la oposición y emplazar a las demás partes 
para que contesten, podrá tomar cuantas medidas cautelares procedan para 
evitar que la demora derivada de la tramitación de la oposición impida, por 
sí sola, el cumplimiento futuro del convenio aceptado, en caso de 
desestimarse la oposición. Entre tales medidas cautelares podrá acordar 
que se inicie el cumplimiento del convenio aceptado, bajo las condiciones 
provisionales que determine. » 

Doce. El número 2.º del apartado 1 del artículo 143 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1657): 

«2.º No haberse aceptado en junta de acreedores, o en la tramitación 
escrita del convenio, ninguna propuesta de convenio.» 

• Artículo 11. Liquidación anticipada. 

Uno. Se introduce un nuevo artículo 142 bis en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, con la siguiente redacción (pág. 1657): 

«Artículo 142 bis. Liquidación anticipada. 

 1. El deudor podrá presentar una propuesta anticipada de liquidación para 
la realización de la masa activa hasta los quince días siguientes a la 
presentación del informe previsto en el artículo 75. 

El juez dará traslado de la propuesta anticipada de liquidación a la 
Administración concursal para que proceda a su evaluación o formule 



propuestas de modificación. El escrito de evaluación o modificación emitidos 
antes de la presentación del informe de la administración concursal se 
unirán a éste, conforme al apartado 2 del artículo 75. 

Si la propuesta anticipada de liquidación se presentara después de emitido 
el informe, el juez dará traslado de ella a la administración concursal para 
que en plazo no superior a diez días proceda a su evaluación o propuesta de 
modificación. Este escrito y la propuesta anticipada de liquidación se 
notificará en la forma prevista en el apartado segundo del artículo 95. 

Las partes personadas y demás interesados podrán formular observaciones 
a la propuesta anticipada de liquidación en el plazo y condiciones 
establecidas en el apartado primero del artículo 96. 

2. El Juez, a la vista de las observaciones o propuestas formuladas, 
teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 149 y los intereses del 
concurso, resolverá mediante auto rechazar o aprobar la liquidación 
anticipada, bien en los términos propuestos bien introduciendo 
modificaciones en la misma. El auto que apruebe el plan de liquidación 
acordará la apertura de la fase de liquidación, a la que se dará la publicidad 
prevista en el artículo 144, se producirán los efectos propios de la misma, y 
se dejarán sin efecto las propuestas de convenio que hubieran sido 
admitidas. Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación con los 
efectos previstos en el artículo 98. 

El pago a los acreedores se efectuará en los términos de lo establecido en la 
sección 4.ª del capítulo II del título V de esta Ley. El juez podrá autorizar el 
pago de los créditos sin esperar a la conclusión de las impugnaciones 
promovidas, adoptando las medidas cautelares que considere oportunas en 
cada caso para asegurar su efectividad y la de los créditos contra la masa 
de previsible generación.» 

Dos. Se modifica la redacción del número 3 del apartado segundo del artículo 
75 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, que tendrá la siguiente redacción 
(pág. 1629): 

«3.º En su caso, el escrito de evaluación de las propuestas de convenio o 
anticipada de liquidación que se hubiere presentado.» 

• Artículo 12. Normas procesales. 

Uno. El apartado 1 del artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1622): 

«1. Los expedientes de modificación sustancial de las condiciones de trabajo 
y de suspensión o extinción colectiva de las relaciones laborales, una vez 
declarado el concurso, se tramitarán ante el juez del concurso por las reglas 
establecidas en el presente artículo.» 

Dos. El apartado 3 del artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la redacción siguiente (pág. 1622): 



«3. La adopción de las medidas previstas en el apartado anterior sólo podrá 
solicitarse del juez del concurso una vez emitido por la administración 
concursal el informe a que se refiere el capítulo I del título IV de esta Ley, 
salvo que se estime que la demora en la aplicación de las medidas 
colectivas pretendidas puede comprometer gravemente la viabilidad futura 
de la empresa y del empleo o causar grave perjuicio a los trabajadores, en 
cuyo caso, y con acreditación de esta circunstancia, podrá realizarse la 
petición al juez en cualquier momento procesal desde la declaración de 
concurso.» 

Tres. El apartado 1 del artículo 95 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
queda sin contenido (pág. 1640). 

Cuatro. El apartado 2 del artículo 95 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, tendrá la siguiente redacción (pág. 1640): 

«2. La presentación al juez del informe de la administración concursal y de 
la documentación complementaria se notificará a quienes se hayan 
personado en el concurso en el domicilio señalado a efectos de 
notificaciones y se publicará en el Registro Público Concursal y en el tablón 
de anuncios del juzgado.» 

Cinco. El apartado 3 del artículo 95 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
tendrá la siguiente redacción (pág. 1640): 

«3. El juez podrá acordar, de oficio o a instancia de interesado, cualquier 
publicidad complementaria que considere imprescindible, en medios 
oficiales o privados.» 

Seis. El apartado 1 del artículo 96 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
queda redactado en los siguientes términos (pág. 1640): 

«1. Las partes personadas podrán impugnar el inventario y la lista de 
acreedores, dentro del plazo de diez días a contar desde la notificación a 
que se refiere el apartado 2 del artículo anterior, a cuyo fin podrá obtener 
copia a su costa. Para los demás interesados el plazo de diez días se 
computará desde la última publicación de las previstas en el artículo 
anterior.» 

Siete. Se introduce un nuevo párrafo, el segundo, en el artículo 98 de la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal (pág. 1641): 

«Esta resolución será apelable y tendrá la consideración de apelación más 
próxima a los solos efectos de reproducir las cuestiones planteadas en los 
recursos de reposición o incidentes concursales durante la fase común a 
que se refiere el artículo 197.3» 

Ocho. El título del artículo 168 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
pasa a tener el siguiente tenor (pág. 1666): 

«Artículo 168. Personación y condición de parte.» 



Nueve. Los apartados 1 y 2 del artículo 168 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, pasan a tener la siguiente redacción (pág. 1666): 

 «1. Dentro de los diez días siguientes a la última publicación que, conforme 
a lo establecido en esta Ley, se hubiere dado a la resolución judicial de 
aprobación del convenio o, en su caso, de apertura de la liquidación, 
cualquier acreedor o persona que acredite interés legítimo podrá personarse 
y ser parte en la sección alegando por escrito cuanto considere relevante 
para la calificación del concurso como culpable. 

2. En los casos a que se refiere el apartado 2 del artículo precedente, los 
interesados podrán personarse y ser parte en la sección o en la pieza 
separada dentro del mismo plazo contado desde la publicación que se 
hubiere dado a la resolución judicial de apertura de la liquidación, pero sus 
escritos se limitarán a determinar si el concurso debe ser calificado como 
culpable en razón de incumplimiento del convenio por causa imputable al 
concursado.» 

Diez. El apartado 3 del artículo 188 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, queda redactado del siguiente modo (págs. 1674-1675): 

«3. Contra el auto que conceda o deniegue la autorización solicitada no 
cabrá más recurso que el de reposición.» 

Once. El artículo 190 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, queda 
redactado como sigue (pág. 1675): 

«Artículo 190. Ámbito de aplicación necesaria. 

1. El juez aplicará un procedimiento especialmente simplificado cuando el 
deudor sea una persona natural o persona jurídica que, conforme a la 
legislación mercantil, esté autorizada a presentar balance abreviado y, en 
ambos casos, la estimación inicial de su pasivo no supere 10.000.000 de 
euros. 

2. En cualquier momento de la tramitación de un concurso ordinario en el 
que quede de manifiesto la concurrencia de los requisitos mencionados en 
el apartado anterior, el juez del concurso ordenará, de oficio o a instancia 
de parte, la conversión al procedimiento abreviado sin retrotraer las 
actuaciones practicadas hasta entonces. También podrá, con idénticos 
presupuestos y efectos, ordenar la conversión inversa cuando quede de 
manifiesto que en un procedimiento abreviado no concurre alguno de los 
requisitos exigidos.» 

Doce. El apartado 4 del artículo 194 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, queda redactado como sigue (pág. 1676): 

«4. Contestada la demanda o transcurrido el plazo para ello, el proceso 
continuará conforme a los trámites del juicio verbal de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, salvo en lo relativo a la celebración de la vista. El juez 
únicamente citará para la vista cuando las partes la hayan solicitado en sus 
escritos de demanda y contestación, y previa declaración de la pertinencia 



de los medios de prueba anunciados. En otro caso, procederá a dictar 
sentencia sin más trámite.» 

 

MODIFICADA POR: 
Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre reestructuración bancaria y 
reforzamiento de los recursos propios de las entidades de crédito 
(BOE núm. 155, de 27 de junio de 2009) 

• Disposición final quinta. Modificación de la disposición adicional segunda de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 

Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal, adicionando una nueva letra k) con la siguiente 
redacción (pág. 1688): 

«k) Disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de 
junio, sobre reestructuración bancaria y reforzamiento de los recursos 
propios de las entidades de crédito.» 

 

MODIFICADA POR: 
Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal 
para la implantación de la nueva Oficina judicial 
(BOE núm. 266, de 4 de noviembre de 2009) 

• Artículo decimoséptimo. Modificación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal. 

La Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, se modifica en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica el ordinal 6.º y se añade un 7.º del apartado 1 del 
artículo 8 en los siguientes términos (pág. 1595): 

«6.º Las acciones de reclamación de deudas sociales interpuestas contra los 
socios subsidiariamente responsables de las deudas de la sociedad 
concursada, cualquiera que sea la fecha en que se hubiera contraído y las 
acciones para exigir a los socios de la sociedad concursada el desembolso 
de las aportaciones sociales diferidas o el cumplimiento de las prestaciones 
accesorias. 

7.º Las acciones de responsabilidad contra los administradores o 
liquidadores, de derecho o de hecho, y contra los auditores de la sociedad 
concursada, tendentes a exigir responsabilidad civil por los perjuicios 
causados al concursado, cualquiera que sea la fecha en que se hubieran 
producido los daños y perjuicios o en la que la responsabilidad por las 
deudas sociales hubiera devenido exigible.» 

Dos. Los párrafos 2 y 3 del apartado 1 del artículo 13 quedan redactados 
como sigue (pág. 1597): 



«Si la solicitud se refiere a una entidad de crédito o a una empresa de 
servicios de inversión, una vez que el Juez haya proveído sobre la misma el 
Secretario judicial la comunicará al Banco de España y a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, y solicitará la relación de los sistemas de 
pagos y de liquidación de valores o instrumentos financieros derivados a los 
que pertenezca la entidad afectada y la denominación y domicilio de su 
gestor, en los términos previstos en la legislación especial aplicable. 

El Secretario judicial también comunicará la solicitud a la Dirección General 
de Seguros y Fondos de Pensiones si se refiere a una entidad aseguradora; 
al Ministerio de Trabajo e Inmigración si se refiere a una mutua de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores si se refiere a una sociedad que tenga 
emitidos valores o instrumentos financieros negociados en un mercado 
secundario oficial.» 

Tres. El párrafo segundo del apartado 2 del artículo 18 queda redactado 
como sigue (pág. 1599): 

«Formulada oposición por el deudor, el Secretario judicial, al siguiente día, 
citará a las partes a una vista, previniéndolas para que comparezcan a ella 
con todos los medios de la prueba que pueda practicarse en el acto y, si el 
deudor estuviera obligado legalmente a la llevanza de contabilidad, 
advirtiendo a éste para que comparezca con los libros contables de llevanza 
obligatoria.» 

Cuatro. El apartado 4 del artículo 19 queda redactado como sigue (pág. 
1599): 

«4. En caso de falta de consignación y en los que, a pesar de haber sido 
efectuada, el acreedor se hubiera ratificado en la solicitud, así como cuando 
el crédito del instante no hubiera vencido o no tuviera éste la condición de 
acreedor, el Juez oirá a las partes y a sus abogados sobre la procedencia o 
improcedencia de la declaración de concurso y decidirá sobre la pertinencia 
de los medios de prueba propuestos o que se propongan en este acto, 
acordando la práctica inmediata de las que puedan realizarse en el mismo 
día y señalándose por el Secretario judicial para la de las restantes el más 
breve plazo posible, sin que pueda exceder de 20 días.» 

Cinco. El apartado 5 del artículo 21 queda redactado como sigue (pág. 1601): 

«5. El Secretario judicial notificará el auto a las partes que hubiesen 
comparecido. Si el deudor no hubiera comparecido, la publicación prevista 
en el artículo 23 producirá, respecto de él, los efectos de notificación del 
auto. 

Si el concursado fuera una entidad de crédito o una empresa de servicios de 
inversión participante en un sistema de pagos y de liquidación de valores o 
instrumentos financieros derivados, el Secretario judicial notificará el auto, 
en el mismo día de la fecha, al Banco de España, a la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y al gestor de los sistemas a los que pertenezca la 
entidad afectada, en los términos previstos en la legislación especial a que 
se refiere la disposición adicional segunda. 



Asimismo, notificará el auto a la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
cuando el concursado sea una sociedad que hubiera emitido valores 
admitidos a cotización en un mercado oficial. 

Si el concursado fuera una entidad aseguradora, el Secretario judicial 
notificará el auto, con la misma celeridad, a la Dirección General de Seguros 
y Fondos de Pensiones, y si fuera una mutua de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, se lo notificará en los mismos términos al 
Ministerio de Trabajo e Inmigración.» 

Seis. El párrafo tercero del apartado 3 del artículo 23 queda redactado como 
sigue (pág. 1602): 

«Si el solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, el traslado del oficio se 
realizará directamente por el Secretario judicial a los medios de publicidad.» 

Siete. El párrafo tercero del apartado 5 del artículo 24 queda redactado 
como sigue (pág. 1603): 

«Si el solicitante del concurso fuese una Administración pública que actuase 
representada y defendida por sus servicios jurídicos, el traslado del oficio se 
realizará directamente por el Secretario judicial a los correspondientes 
registros.» 

Ocho. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 29 queda redactado 
como sigue (pág. 1607): 

«1. El nombramiento de administrador concursal será comunicado al 
designado por el medio más rápido. Dentro de los cinco días siguientes al 
de recibo de la comunicación, el designado deberá comparecer ante el 
Juzgado para manifestar si acepta o no el encargo. De concurrir en él 
alguna causa de recusación, estará obligado a manifestarla. Aceptado el 
cargo, el Secretario judicial expedirá y entregará al designado documento 
acreditativo de su condición de administrador concursal.» 

Nueve. El apartado 4 del artículo 37 queda redactado como sigue (pág. 
1611): 

«4. Del contenido del auto a que se refiere el apartado anterior el Secretario 
judicial dará conocimiento al registro público previsto en el artículo 198.» 

Diez. El párrafo primero del apartado 2 del artículo 51 queda redactado 
como sigue (pág. 1617): 

«2. En caso de suspensión de las facultades de administración y disposición 
del deudor, la administración concursal, en el ámbito de sus competencias, 
sustituirá a éste en los procedimientos judiciales en trámite, a cuyo efecto 
el Secretario judicial le concederá, una vez personada, un plazo de cinco 
días para que se instruya en las actuaciones, pero necesitará la autorización 
del Juez del concurso para desistir, allanarse, total o parcialmente, y 



transigir litigios. De la solicitud presentada por la administración concursal 
dará el Secretario judicial traslado al deudor en todo caso y a aquellas 
partes personadas en el concurso que el Juez estime deban ser oídas 
respecto de su objeto. Las costas impuestas a consecuencia del 
allanamiento o del desistimiento autorizados tendrán la consideración de 
crédito concursal; en caso de transacción, se estará a lo pactado en materia 
de costas.» 

Once. El párrafo segundo del apartado 2 del artículo 61 queda redactado 
como sigue (pág. 1621): 

«No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la administración 
concursal, en caso de suspensión, o el concursado, en caso de intervención, 
podrán solicitar la resolución del contrato si lo estimaran conveniente al 
interés del concurso. El Secretario judicial citará a comparecencia ante el 
Juez al concursado, a la administración concursal y a la otra parte en el 
contrato y, de existir acuerdo en cuanto a la resolución y sus efectos, el 
Juez dictará auto declarando resuelto el contrato de conformidad con lo 
acordado. En otro caso, las diferencias se sustanciarán por los trámites del 
incidente concursal y el Juez decidirá acerca de la resolución, acordando, en 
su caso, las restituciones que procedan y la indemnización que haya de 
satisfacerse con cargo a la masa.» 

Doce. Los párrafos segundo y tercero del apartado 6 del artículo 64 quedan 
redactados como sigue (pág. 1623): 

«Al finalizar el plazo señalado o en el momento en que se consiga un 
acuerdo, la administración concursal y los representantes de los 
trabajadores comunicarán al Juez del concurso el resultado del período de 
consultas. 

Recibida dicha comunicación, el Secretario judicial recabará un informe de 
la Autoridad Laboral sobre las medidas propuestas o el acuerdo alcanzado, 
que deberá ser emitido en el plazo de quince días, pudiendo ésta oír a la 
administración concursal y a los representantes de los trabajadores antes 
de su emisión. Recibido el informe por el Juez del concurso o transcurrido el 
plazo de emisión, seguirá el curso de las actuaciones. Si el informe es 
emitido fuera de plazo, podrá no obstante ser tenido en cuenta por el Juez 
del concurso al adoptar la correspondiente resolución.» 

Trece. El apartado 4 del artículo 96 queda redactado como sigue (pág. 1640): 

«4. Las impugnaciones se sustanciarán por los trámites del incidente 
concursal debiendo el Juez de oficio acumularlas para resolverlas 
conjuntamente. Dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la 
sentencia resolutoria de las impugnaciones, la administración concursal 
introducirá en el inventario, en la lista de acreedores y en la exposición 
motivada de su informe las modificaciones que, en su caso, procedan y 
presentará al Juez los textos definitivos correspondientes así como una 
relación actualizada de los créditos contra la masa devengados y pendientes 
de pago, todo lo cual quedará de manifiesto en la Oficina judicial.» 

Catorce. El artículo 98 queda redactado como sigue (pág. 1641): 



«Artículo 98. Resolución judicial. 

Transcurrido el plazo de impugnación del inventario y de la lista de 
acreedores sin que se hubieren presentado impugnaciones o, de haberse 
presentado, una vez puestos de manifiesto en la Oficina judicial los textos 
definitivos de aquellos documentos, el Juez dictará la resolución que 
proceda de conformidad con lo dispuesto en este título.» 

Quince. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 99 queda redactado 
como sigue (pág. 1641): 

«1. Toda propuesta de convenio, que podrá contener distintas alternativas, 
se formulará por escrito y firmada por el deudor o, en su caso, por todos los 
acreedores proponentes, o por sus respectivos representantes con poder 
suficiente. De las propuestas presentadas el Secretario judicial dará traslado 
a las partes personadas.» 

Dieciséis. El apartado 3 del artículo 103 queda redactado como sigue (pág. 
1643): 

«3. La adhesión expresará la cuantía del crédito o de los créditos de que 
fuera titular el acreedor, así como su clase, y habrá de efectuarse mediante 
comparecencia ante el Secretario judicial o mediante instrumento público.» 

Diecisiete. El párrafo tercero del apartado 2 del artículo 106 queda redactado 
como sigue (pág. 1645): 

«En el mismo plazo, de apreciar algún defecto, el Juez ordenará que se 
notifique al concursado para que en los tres días siguientes a la notificación 
pueda subsanarlo.» 

Dieciocho. El apartado 1 del artículo 107 queda redactado como sigue (pág. 
1645): 

«1. Admitida a trámite la propuesta anticipada de convenio, el Secretario 
judicial dará traslado de ella a la administración concursal para que en un 
plazo no superior a diez días proceda a su evaluación.» 

Diecinueve. El apartado 2 del artículo 108 queda redactado como sigue (pág. 
1645): 

«2. Cuando la clase o la cuantía del crédito expresadas en la adhesión 
resultaren modificadas en la redacción definitiva de la lista de acreedores, 
podrá el acreedor revocar su adhesión dentro de los cinco días siguientes a 
la puesta de manifiesto de dicha lista en la Oficina judicial. En otro caso, se 
le tendrá por adherido en los términos que resulten de la redacción 
definitiva de la lista.» 

Veinte. El apartado 1 del artículo 109 queda redactado como sigue (pág. 
1645): 



«1. Dentro de los cinco días siguientes a aquel en que hubiere finalizado el 
plazo de impugnación del inventario y de la lista de acreedores si no se 
hubieren presentado impugnaciones o, de haberse presentado, dentro de 
los cinco días siguientes a aquel en que hubiera finalizado el plazo para la 
revocación de las adhesiones, el Secretario judicial verificará si las 
adhesiones presentadas alcanzan la mayoría legalmente exigida. El 
secretario, mediante decreto, proclamará el resultado. En otro caso, dará 
cuenta al Juez, quien dictará auto abriendo la fase de convenio o 
liquidación, según corresponda.» 

Veintiuno. Los apartados 1 y 3 y el primer párrafo del apartado 2 del 
artículo 111 quedan redactados como sigue (págs. 1646-1647): 

«1. Cuando el concursado no hubiere solicitado la liquidación y no haya sido 
aprobada ni mantenida una propuesta anticipada de convenio conforme a lo 
establecido en la sección precedente, el Juez, dentro de los quince días 
siguientes a la expiración del plazo de impugnación del inventario y de la 
lista de acreedores si no se hubiesen presentado impugnaciones o, de 
haberse presentado, a la fecha en que se pongan de manifiesto en la 
Oficina Judicial los textos definitivos de aquellos documentos, dictará auto 
poniendo fin a la fase común del concurso, abriendo la fase de convenio y 
ordenando la formación de la sección quinta. 

2. El auto ordenará convocar junta de acreedores de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 23. El Secretario judicial fijará el lugar, día y hora 
de la reunión en los términos que prevé el artículo 182 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. En la notificación de la convocatoria se expresará a los 
acreedores que podrán adherirse a la propuesta de convenio en los 
términos del artículo 115.3. 

(…/…) 

3. El auto se notificará al concursado, a la administración concursal y a 
todas las partes personadas en el procedimiento.» 

Veintidós. El apartado 1 del artículo 113 queda redactado como sigue (pág. 
1647): 

«1. Transcurrido el plazo de comunicación de créditos y hasta la finalización 
del plazo de impugnación del inventario y de la lista de acreedores si no se 
hubiesen presentado impugnaciones o, de haberse presentado, hasta la 
fecha en que se pongan de manifiesto en la Oficina judicial los textos 
definitivos de aquellos documentos, podrá presentar ante el Juzgado que 
tramite el concurso propuesta de convenio el concursado que no hubiere 
presentado propuesta anticipada ni tuviere solicitada la liquidación. También 
podrán hacerlo los acreedores cuyos créditos consten en el concurso y 
superen, conjunta o individualmente, una quinta parte del total pasivo 
resultante de la lista definitiva de acreedores, salvo que el concursado 
tuviere solicitada la liquidación.» 

Veintitrés. El apartado 1 del artículo 114 queda redactado como sigue (págs. 
1647-1648): 



«1. Dentro de los cinco días siguientes a su presentación, el Juez admitirá a 
trámite las propuestas de convenio si cumplen las condiciones de tiempo, 
forma y contenido establecidas en esta Ley. De apreciar algún defecto, 
dentro del mismo plazo dispondrá que se notifique al concursado o, en su 
caso, a los acreedores para que, en los tres días siguientes a la notificación, 
puedan subsanarlo. Si estuviese solicitada la liquidación por el concursado, 
el Secretario judicial rechazará la admisión a trámite de cualquier 
propuesta.» 

Veinticuatro. Los apartados 2 y 3 del artículo 115 quedan redactados como 
sigue (pág. 1648): 

«2. Los escritos de evaluación emitidos antes de la presentación del informe 
de la administración concursal se unirán a éste, conforme al apartado 2 del 
artículo 75, y los emitidos con posterioridad se pondrán de manifiesto en la 
Oficina judicial desde el día de su presentación. 

3. Desde que, conforme a lo establecido en el apartado anterior, quede de 
manifiesto en la Oficina judicial el correspondiente escrito de evaluación y 
hasta el momento del cierre de la lista de asistentes a la junta, se admitirán 
adhesiones de acreedores a la propuesta de convenio con los requisitos y en 
la forma establecidos en esta Ley. Salvo en el caso previsto en el apartado 
2 del artículo 110, las adhesiones serán irrevocables, pero no vincularán el 
sentido del voto de quienes las hubieren formulado y asistan a la junta.» 

Veinticinco. Los apartados 2 y 5 del artículo 115 bis quedan redactados como 
sigue (pág. 1648): 

«2. Acordada la tramitación escrita, sólo se podrán presentar propuestas de 
convenio conforme al apartado segundo del artículo 113 hasta los sesenta 
días anteriores al vencimiento del plazo previsto en la regla anterior. Desde 
que quede de manifiesto el escrito de evaluación en la Oficina Judicial, se 
admitirán adhesiones o votos en contra de acreedores a la nueva propuesta 
de convenio hasta la conclusión del plazo prevista en la regla primera. 

5. Dentro de los diez días siguientes a aquel en que hubiere finalizado el 
plazo de presentación de adhesiones, el Juez verificará si la propuesta de 
convenio presentado alcanza la mayoría legalmente exigida y proclamará el 
resultado mediante providencia.» 

Veintiséis. El apartado 3 del artículo 116 queda redactado como sigue (pág. 
1648): 

«3. Actuará como Secretario el que lo sea del Juzgado. Será asistido en sus 
funciones por la administración concursal.» 

Veintisiete. El apartado 3 del artículo 117 queda redactado como sigue (pág. 
1649): 

«3. En cualquier caso, la incomparecencia de los miembros de la 
administración concursal no determinará la suspensión de la junta, salvo 



que el Juez así lo acordase, debiendo señalar, en ese caso, el Secretario 
judicial la fecha de su reanudación.» 

Veintiocho. Los apartados 4 y 5 del artículo 126 quedan redactados como 
sigue (pág. 1652): 

«4. El concursado, la administración concursal y cualquier acreedor tendrán 
derecho a obtener, a su costa, testimonio del acta, literal o en relación, 
total o parcial, que se expedirá por el Secretario judicial dentro de los tres 
días siguientes al de presentación de la solicitud. Asimismo podrán obtener 
una copia de la grabación realizada.» 

«5. La documentación de estas actuaciones se llevará a cabo conforme a lo 
dispuesto en los artículos 146 y 147 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. En 
todo caso, será imprescindible la presencia del Secretario judicial en la 
junta en su condición de miembro de la misma.» 

Veintinueve. El párrafo primero del apartado 1 del artículo 128 queda 
redactado como sigue (pág. 1652): 

«1. Podrá formularse oposición a la aprobación judicial del convenio en el 
plazo de diez días, contado desde el siguiente a la fecha en que el 
Secretario judicial haya verificado que las adhesiones presentadas alcanzan 
la mayoría legal para la aceptación del convenio, en el caso de propuesta 
anticipada o tramitación escrita, o desde la fecha de conclusión de la junta, 
en el caso de que en ella se acepte una propuesta de convenio.» 

Treinta. El párrafo primero del apartado 2 del artículo 129 queda redactado 
como sigue (pág. 1653): 

«2. Si la sentencia estimase la oposición por infracción legal en la 
constitución o en la celebración de la junta, el Juez acordará que el 
Secretario judicial convoque nueva junta con los mismos requisitos de 
publicidad y antelación establecidos en el apartado 2 del artículo 111, que 
habrá de celebrarse dentro del mes siguiente a la fecha de la sentencia.» 

Treinta y uno. El apartado 1 del artículo 139 queda redactado como sigue 
(pág. 1656): 

«1. El deudor, una vez que estime íntegramente cumplido el convenio, 
presentará al Juez del concurso el informe correspondiente con la 
justificación adecuada y solicitará la declaración judicial de cumplimiento. El 
secretario acordará poner de manifiesto en la Oficina judicial el informe y la 
solicitud.» 

Treinta y dos. El apartado 2 del artículo 140 queda redactado como sigue 
(pág. 1656): 

«2. La solicitud se tramitará por el cauce del incidente concursal.» 



Treinta y tres. Se modifica el ordinal 2.º del apartado 1 y los apartados 2 y 4 
del artículo 142 que quedan redactados como sigue (págs. 1667-1657): 

«2.º Desde que se dicte el auto de declaración de concurso y hasta la 
expiración del plazo de impugnación del inventario y de la lista de 
acreedores si no se hubiesen presentado impugnaciones o, de haberse 
presentado, hasta la fecha en que se pongan de manifiesto en la Oficina 
judicial los textos definitivos de aquellos documentos, siempre que al 
momento de la solicitud no hubiera presentado propuesta de convenio o, de 
haber presentado una anticipada, se hubiese denegado su admisión a 
trámite.» 

«2. Dentro de los quince días siguientes a la expiración del plazo de 
impugnación del inventario y de la lista de acreedores si no se hubiesen 
presentado impugnaciones o, de haberse presentado, a la fecha en que se 
pongan de manifiesto en la Oficina judicial los textos definitivos de aquellos 
documentos, si el deudor así lo hubiese pedido conforme al apartado 
anterior, el Juez dictará auto poniendo fin a la fase común del concurso, 
abriendo la fase de liquidación.» 

«4. Si el deudor no solicitara la liquidación durante la vigencia del convenio, 
podrá hacerlo cualquier acreedor que acredite la existencia de alguno de los 
hechos que pueden fundamentar una declaración de concurso según lo 
dispuesto en el apartado 4 del artículo 2 de esta Ley. Se dará a la solicitud 
el trámite previsto en los artículos 15 y 19 de esta Ley y resolverá el Juez 
mediante auto si procede o no abrir la liquidación.» 

Treinta y cuatro. El apartado 1 del artículo 142 bis queda redactado como 
sigue (pág. 1657): 

«1. El deudor podrá presentar una propuesta anticipada de liquidación para 
la realización de la masa activa hasta los quince días siguientes a la 
presentación del informe previsto en el artículo 75. 

El Secretario judicial dará traslado de la propuesta anticipada de liquidación 
a la administración concursal para que proceda a su evaluación o formule 
propuestas de modificación. El escrito de evaluación o modificación emitidos 
antes de la presentación del informe de la administración concursal se unirá 
a éste, conforme al apartado 2 del artículo 75. 

Si la propuesta anticipada de liquidación se presentara después de emitido 
el informe, el Secretario judicial dará traslado de ella a la administración 
concursal para que en el plazo no superior a diez días proceda a su 
evaluación o propuesta de modificación. Este escrito y la propuesta 
anticipada de liquidación se notificará en la forma prevista en el apartado 
segundo del artículo 95. 

Las partes personadas y demás interesados podrán formular observaciones 
a la propuesta anticipada de liquidación en el plazo y condiciones 
establecidas en el apartado primero del artículo 96.» 

Treinta y cinco. Se modifica el párrafo 2.º del apartado 1 y el apartado 2 del 
artículo 148 que quedan redactados como sigue (pág. 1659): 



«El secretario acordará poner de manifiesto el plan en la Oficina judicial y 
en los lugares que a este efecto designe y que se anunciarán en la forma 
que estime conveniente.» 

«2. Durante los quince días siguientes a la fecha en que haya quedado de 
manifiesto en la Oficina judicial el plan de liquidación, el deudor y los 
acreedores concursales podrán formular observaciones o propuestas de 
modificación. Transcurrido dicho plazo sin que se hubieran formulado, el 
Juez, sin más trámite, dictará auto declarando aprobado el plan y a él 
habrán de atenerse las operaciones de liquidación de la masa activa. En 
otro caso, la administración concursal informará, en el plazo de diez días, 
sobre las observaciones y propuestas formuladas y el Juez, según estime 
conveniente a los intereses del concurso, resolverá mediante auto aprobar 
el plan en los términos en que hubiera sido presentado, introducir en él 
modificaciones en función de aquéllas o acordar la liquidación conforme a 
las reglas legales supletorias. Contra este auto podrá interponerse recurso 
de apelación.» 

Treinta y seis. El párrafo primero del artículo 152 queda redactado como sigue 
(pág. 1661): 

«Cada tres meses, a contar de la apertura de la fase de liquidación, la 
administración concursal presentará al Juez del concurso un informe sobre 
el estado de las operaciones, que quedará de manifiesto en la Oficina 
judicial.» 

Treinta y siete. El apartado 2 del artículo 169 queda redactado como sigue 
(pág. 1667): 

«2. Una vez unido el informe de la administración concursal, el Secretario 
judicial dará traslado del contenido de la sección sexta al Ministerio Fiscal 
para que emita dictamen en el plazo de diez días. El Juez, atendidas las 
circunstancias, podrá acordar la prórroga de dicho plazo por un máximo de 
diez días más. Si el Ministerio Fiscal no emitiera dictamen en ese plazo, 
seguirá su curso el proceso y se entenderá que no se opone a la propuesta 
de calificación.» 

Treinta y ocho. El apartado 3 del artículo 170 queda redactado como sigue 
(pág. 1667): 

«3. A quienes comparezcan en plazo el Secretario judicial les dará vista del 
contenido de la sección para que, dentro de los diez días siguientes, 
aleguen cuanto convenga a su derecho. Si comparecieren con posterioridad 
al vencimiento del plazo, les tendrá por parte sin retroceder el curso de las 
actuaciones. Si no comparecieren, el Secretario judicial los declarará en 
rebeldía y seguirán su curso las actuaciones sin volver a citarlos.» 

Treinta y nueve. El apartado 1 del artículo 171 queda redactado como sigue 
(págs. 1667-1668): 



«1. Si el deudor o alguno de los comparecidos formulase oposición, se 
sustanciará por los trámites del incidente concursal. De ser varias las 
oposiciones, se sustanciarán juntas en el mismo incidente.» 

Cuarenta. Se modifica el apartado 5 del artículo 176 que queda redactado 
como sigue (pág. 1670): 

«5. Si en el plazo de audiencia concedido a las partes se formulase 
oposición a la conclusión del concurso, se le dará la tramitación del 
incidente concursal.» 

Cuarenta y uno. El apartado 3 del artículo 178 queda redactado como sigue 
(pág. 1670): 

«3. En los casos de conclusión del concurso por inexistencia de bienes y 
derechos del deudor persona jurídica, la resolución judicial que la declare 
acordará su extinción y dispondrá el cierre de su hoja de inscripción en los 
registros públicos que corresponda, a cuyo efecto el Secretario judicial 
expedirá mandamiento conteniendo testimonio de la resolución firme.» 

Cuarenta y dos. El apartado 7 del artículo 184 queda redactado como sigue 
(págs. 1673-1674): 

«7. Si no se conociera el domicilio del deudor o el resultado del 
emplazamiento fuera negativo, el Secretario judicial, de oficio o a instancia 
de parte, podrá realizar las averiguaciones de domicilio previstas en el 
artículo 156 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si el deudor fuera persona 
física y hubiera fallecido se aplicarán las normas sobre sucesión previstas en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. Cuando se trate de persona jurídica que se 
encontrara en paradero desconocido el Secretario judicial podrá dirigirse a 
los registros públicos para determinar quiénes eran los administradores o 
apoderados de la entidad al objeto de emplazarla a través de dichas 
personas. Cuando el Secretario judicial agotara todas las vías para emplazar 
al deudor el Juez podrá dictar el auto de admisión del concurso con base en 
los documentos y alegaciones aportadas por los acreedores y las 
averiguaciones que se hubieran realizado en esta fase de admisión.» 

Cuarenta y tres. El artículo 185 queda redactado como sigue (pág. 1674): 

«Artículo 185. Derecho al examen de los autos. 

Los acreedores no comparecidos en forma podrán solicitar del Juzgado el 
examen de aquellos documentos o informes que consten en autos sobre sus 
respectivos créditos, acudiendo para ello a la Oficina judicial personalmente 
o por medio de letrado o procurador que los represente, quienes para dicho 
trámite no estarán obligados a personarse.» 

Cuarenta y cuatro. El artículo 186 queda redactado como sigue (pág. 1674): 

«Artículo 186. Sustanciación de oficio. 



1. Declarado el concurso, el Secretario judicial impulsará de oficio el 
proceso. 

2. El Juez resolverá sobre el desistimiento o la renuncia del solicitante del 
concurso, previa audiencia de los demás acreedores reconocidos en la lista 
definitiva. Durante la tramitación del procedimiento, los incidentes no 
tendrán carácter suspensivo, salvo que el Juez, de forma excepcional, así lo 
acuerde motivadamente. 

3. Cuando la Ley no fije plazo para dictar una resolución, deberá dictarse 
sin dilación.» 

Cuarenta y cinco. El apartado 1 del artículo 187 queda redactado como sigue 
(pág. 1674): 

«1. El Juez podrá habilitar los días y horas necesarios para la práctica de las 
diligencias que considere urgentes en beneficio del concurso. La habilitación 
también podrá realizarse por el Secretario judicial cuando tuviera por objeto 
la realización de actuaciones procesales por él ordenadas o cuando fueran 
tendentes a dar cumplimiento a las resoluciones dictadas por el Juez.» 

Cuarenta y seis. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 194 que quedan 
redactados de la siguiente forma (pág. 1676): 

«2. Si el Juez estima que la cuestión planteada es impertinente o carece de 
entidad necesaria para tramitarla por la vía incidental, resolverá, mediante 
auto, su inadmisión y acordará que se dé a la cuestión planteada la 
tramitación que corresponda. Contra este auto cabrá recurso de apelación 
en los términos establecidos en el apartado 1 del artículo 197. 

3. En otro caso, dictará providencia admitiendo a trámite el incidente y 
acordando se emplace a las demás partes personadas, con entrega de copia 
de la demanda o demandas, para que en el plazo común de 10 días 
contesten en la forma prevenida en el artículo 405 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.» 

Cuarenta y siete. El artículo 195 queda redactado como sigue (pág. 1677): 

«Artículo 195. Incidente concursal en materia laboral. 

1. Si se plantea el incidente concursal a que se refiere el artículo 64.8 de 
esta Ley, la demanda se formulará de acuerdo a lo establecido en el artículo 
437 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; el Secretario judicial advertirá, en su 
caso, a la parte de los defectos, omisiones o imprecisiones en que haya 
incurrido al redactar la demanda, a fin de que los subsane dentro del plazo 
de cuatro días, con apercibimiento de que, si no lo efectuase, se ordenará 
su archivo. En este incidente no será de aplicación el apartado 2 del artículo 
anterior. 

2. Si la demanda fuera admitida por el Juez, el Secretario judicial señalará 
dentro de los 10 días siguientes el día y hora en que habrá de tener lugar el 
acto del juicio, citando a los demandados con entrega de copia de la 
demanda y demás documentos, debiendo mediar en todo caso un mínimo 



de cuatro días entre la citación y la efectiva celebración del juicio, que 
comenzará con el intento de conciliación o avenencia sobre el objeto del 
incidente. De no lograrse ésta se ratificará el actor en su demanda o la 
ampliará sin alterar sustancialmente sus pretensiones, contestando 
oralmente el demandado, y proponiendo las partes a continuación las 
pruebas sobre los hechos en los que no hubiera conformidad, continuando 
el procedimiento conforme a los trámites del juicio verbal de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, si bien tras la práctica de la prueba se otorgará a las 
partes un trámite de conclusiones.» 

Cuarenta y ocho. El artículo 197 queda redactado como sigue (págs. 1677-
1678): 

«Artículo 197. Recursos procedentes y tramitación. 

1. Los recursos contra las resoluciones dictadas por el Secretario judicial en 
el concurso serán los mismos que prevé la Ley de Enjuiciamiento Civil y se 
sustanciarán en la forma que en ella se determina. 

2. Los recursos contra las resoluciones dictadas por el Juez en el concurso 
se sustanciarán en la forma prevista por la Ley de Enjuiciamiento Civil, con 
las modificaciones que se indican a continuación y sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 64 de esta Ley. 

3. Contra las providencias y autos que dicte el Juez del concurso sólo cabrá 
el recurso de reposición, salvo que en esta Ley se excluya todo recurso o se 
otorgue otro distinto. 

4. Contra los autos resolutorios de recursos de reposición y contra las 
sentencias dictadas en incidentes concursales promovidos en la fase común 
o en la de convenio no cabrá recurso alguno, pero las partes podrán 
reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hubieren 
formulado protesta en el plazo de cinco días. 

5. Contra las sentencias que aprueben el convenio, o las que resuelvan 
incidentes concursales planteados con posterioridad o durante la fase de 
liquidación cabrá recurso de apelación que se tramitará con carácter 
preferente, y en la forma prevista para las apelaciones de sentencias 
dictadas en juicio ordinario. 

6. El Juez del concurso, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar 
motivadamente al admitir el recurso de apelación la suspensión de aquellas 
actuaciones que puedan verse afectadas por su resolución. Su decisión 
podrá ser revisada por la Audiencia Provincial a solicitud de parte formulada 
en el escrito de interposición de la apelación u oposición a la misma, en 
cuyo caso esta cuestión habrá de ser resuelta con carácter previo al 
examen del fondo del recurso y dentro de los 10 días siguientes a la 
recepción de los autos por el Tribunal, sin que contra el auto que se dicte 
pueda interponerse recurso alguno. 

7. Cabrá recurso de casación y extraordinario por infracción procesal, de 
acuerdo con los criterios de admisión previstos en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, contra las sentencias dictadas por las audiencias relativas a la 
aprobación o cumplimiento del convenio, a la calificación o conclusión del 



concurso, o que resuelvan acciones de las comprendidas en las secciones 
tercera y cuarta. 

8. Contra la sentencia que resuelva incidentes concursales relativos a 
acciones sociales cuyo conocimiento corresponda al Juez del concurso, 
cabrá el recurso de suplicación y los demás recursos previstos en la Ley de 
Procedimiento Laboral, sin que ninguno de ellos tenga efectos suspensivos 
sobre la tramitación del concurso ni de ninguna de sus piezas.» 

Cuarenta y nueve. La Disposición final quinta queda redactada como sigue 
(pág. 1691): 

«En lo no previsto en esta Ley será de aplicación lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, y específicamente en lo que se refiere al cómputo de 
plazos determinados en la misma, así como en relación con la 
documentación de las actuaciones mediante sistemas de grabación y 
reproducción de la imagen y el sonido. 

En el ámbito de los procesos concursales, resultarán de aplicación los 
principios de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto a la ordenación formal 
y material del proceso.» 

 

MODIFICADA POR: 
Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución en la Unión Europea de 
resoluciones judiciales de decomiso 
(BOE núm. 61, de 11 de marzo de 2010) 

• Disposición adicional segunda. 

Se modifica el artículo 98 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, que queda 
redactado como sigue (pág. 1641): 

«Artículo 98. Resolución judicial. 

Transcurrido el plazo de impugnación del inventario y de la lista de 
acreedores sin que se hubieren presentado impugnaciones o, de haberse 
presentado, una vez puestos de manifiesto en la Oficina judicial los textos 
definitivos de aquellos documentos, el Juez dictará la resolución que 
proceda de conformidad con lo dispuesto en este título. 

Esta resolución será apelable y tendrá la consideración de apelación más 
próxima a los solos efectos de reproducir las cuestiones planteadas en los 
recursos de reposición o incidentes concursales durante la fase común a 
que se refiere el artículo 197.4.» 


